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Por el contrario, la Dirección General de Recursos Humanos y Función Pública ha utilizado la modalidad del 
llamamiento múltiple contemplada en el apartado 6.6 de la Resolución, procediendo a la publicación del 
correspondiente anuncio en la web del Empleado Público, que surte efectos de notificación, de acuerdo con lo 
establecido en el art. 45.1 de la Ley 39/2015, de 1 de octubre, del Procedimiento Administrativo Común de las 
Administraciones Públicas.

Sin embargo, como se dispone en dicho precepto, “en este caso, la convocatoria del procedimiento deberá indicar 
el medio donde se efectuarán las sucesivas publicaciones, careciendo de validez las que se lleven a cabo en lugares 
distintos”. Indicación ésta que no se contiene en la Resolución de dicha Dirección General reguladora de los 
procedimientos de selección de personal funcionario interino, así como tampoco en las Resoluciones posteriores 
que aprueban las relaciones de aspirantes para acceder a esta condición tras la conclusión de los procesos selectivos 
de las sucesivas ofertas de empleo público.

La notificación individualizada preferente, vía telefónica o electrónica, que se contempla en la mencionada 
Resolución, y que puede realizarse y ser complementaria a la publicación del anuncio en el caso de que se 
opte por la modalidad de llamamiento múltiple, es aún más necesaria en el caso de cobertura de vacantes 
correspondientes al cupo de personas con discapacidad intelectual, en atención a sus singulares circunstancias, 
que hacen de la modalidad de llamamiento colectivo a través de anuncio en la web del Empleado Público una 
opción absolutamente inadecuada para garantizar la igualdad de oportunidades de estas personas en el acceso 
al empleo público.

Téngase en cuenta, a este respecto, que el art. 28.2 de la Ley 4/2017, de 25 de septiembre, de los derechos y 
atención a las personas con discapacidad en Andalucía, exige a las Administraciones públicas andaluzas adoptar las 
medidas precisas que permitan garantizar a las personas con discapacidad que participen en procesos selectivos, el 
principio de igualdad de oportunidades y de trato para su acceso al empleo público, para lo que deberán establecer 
el tipo de sistema selectivo más adecuado en atención a la naturaleza de los diferentes tipos de discapacidad. 
Entre las medidas necesarias, según se dispone en dicho precepto, “se tendrá especial incidencia en la accesibilidad 
cognitiva” a fin de posibilitar el acceso al empleo público de las personas con discapacidad intelectual.

Al constatarse que no se había publicado el lugar en que se anunciarían las convocatorias de estos llamamientos 
múltiples y que no se habían utilizado ninguno de los medios considerados como preferentes para el llamamiento 
de las personas candidatas, se recomendó a la Administración que adoptara las medidas oportunas, a la mayor 
brevedad posible, a fin de salvaguardar el derecho de la interesada y proceder al nombramiento de la 
misma como funcionaria interina.

Asimismo, ante los efectos desproporcionados de las consecuencias que se atribuyen a la incomparecencia en 
caso de llamamientos múltiples observados en la tramitación de esta queja, se sugiere también a la Administración 
que modifique la regulación de las penalizaciones previstas para estos supuestos limitando la exclusión temporal 
a un año en la Bolsa correspondiente, en caso de renuncia injustificada, sin que se extienda dicha penalización 
respecto al resto de las Bolsas de las que la persona aspirante a estos nombramientos pudiera formar parte.

Se está a la espera de la contestación a la Resolución por parte de la Dirección General de Recursos Humanos y 
Función Pública.

1.5.2.2.3 Incumplimiento de la reserva legal para personas con discapacidad en las bolsas 
de trabajo de personal docente

Durante el año 2018 se ha tramitado la queja 17/6244 promovida por la representante de la Asociación 
de Docentes Discapacitados Andaluces para denunciar la no aplicación por la Consejería de Educación de la Ley 
4/2017, de los Derechos y la Atención a las Personas con Discapacidad en Andalucia, al no establecer el cupo de 
reserva para discapacitados en las convocatorias que se vienen publicando para el acceso extraordinario a bolsas de 
trabajo de distintas especialidades de los Cuerpos de Maestros y de Profesores de Enseñanza Secundaria, Profesores 
Técnicos de F.P., Profesores de Escuelas Oficiales de Idiomas, Profesores de Música y Artes Plásticas.

https://www.defensordelpuebloandaluz.es/adoptaran-medidas-para-el-cupo-de-reserva-de-discapacitados-en-la-nueva-orden-reguladora-de-la-bolsa
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Solicitado el correspondiente informe a la Consejería, se nos comunicaba que dicha cuestión se tenía previsto reglar 
en el apartado 7 del art. 11 de la Orden reguladora de esta materia del siguiente modo: “A tal efecto, en cada Bolsa de las 
especialidades y cuerpos docentes se incluirá a la persona con discapacidad que corresponda por su orden, tras cada nueve 
personas integrantes de dicha bolsa, ordenadas según se dispone en este artículo. El hecho de que en cada tramo figure por 
su propio orden una persona con discapacidad no alterará lo establecido anteriormente”. Ante dicha respuesta dimos por 
concluida nuestras actuaciones al considerar que con dicha regulación se daba cumplimiento al mandato legal.

No obstante, en el texto de la Orden 18 de junio de 2018, publicado en el BOJA de 21 de junio, en el apartado 7 del 
art. 12, al regular la ordenación de las personas con discapacidad en las bolsas de personal docente, se incluye un 
nuevo inciso en la redacción del referido apartado en los siguientes términos: “(...) sin que ello pueda conllevar 
alteración del orden establecido en el apartado 1 de este articulo (...)”.

Ante la duda de que la interpretación que se pudiera dar a dicho párrafo fuera la de priorizar el tiempo de 
servicio sobre la discapacidad reconocida a las personas incluidas en la bolsa en esa situación, así como, 
en su caso, por el posible cambio de planteamiento que se nos había comunicado con anterioridad, solicitamos a la 
Dirección General de Profesorado y Recursos Humanos la aclaración de esta posible interpretación y nos informe, 
concretamente, sobre los criterios a seguir en el ámbito de aplicación de la Orden de dicha Consejería 18 de junio 
de 2018 para posibilitar el acceso de las personas con discapacidad al empleo público en el ámbito docente de 
acuerdo con lo establecido en el art. 28.1 de la Ley 4/2017.

Ante la insuficiencia de la respuesta remitida, reiteramos la solicitud de información sobre los aspectos concretos 
solicitados, junto con la documentación que estimara oportuna para el esclarecimiento del asunto en cuestión, entre 
la que considerábamos que debía ser incluido el informe jurídico en el que se valora la adecuación a la legalidad 
vigente de dichos aspectos y al que se había hecho referencia en una conversación telefónica mantenida con dicha 
Dirección General.

Dado que el informe jurídico remitido era el correspondiente al Proyecto de la Orden reguladora de las Bolsas de 
Trabajo Docentes y no el que se había solicitado, se ha vuelto a reiterar dicha petición estando a la espera de su 
remisión para adoptar una decisión sobre esta queja.

1.5.2.3 El principio de igualdad de trato entre hombres y mujeres en el ámbito del 
acceso al empleo público y el desarrollo de las condiciones de trabajo

Durante el año 2018 se han tramitado varias quejas que han afectado al principio constitucional de igualdad de 
trato entre hombres y mujeres para el acceso al empleo público y el desarrollo de las condiciones de trabajo, y que 
tenían como denominador común la discriminación que consideraban que estaban padeciendo a 
consecuencia de su situación de maternidad.

La igualdad entre mujeres y hombres es un principio jurídico universal 
consagrado en el art. 14 de la CE y reconocido en diversos textos 
internacionales sobre derechos humanos ratificados por España, así 
como en diversas directivas comunitarias en materia de igualdad de 
trato (refundidas en la Directiva 2006/54/CE, de 5 de julio).

En el ámbito del empleo público, este principio también está presente 
en el Estatuto Básico del Empleado Público en todo su artículado 
(artículos 49, 60.1, 61.1, 82, 89 y 95.2.b, entre otros), garantizándose en 
su art. 49.c) “la plenitud de derechos económicos de la funcionaria” 
durante el periodo de maternidad.

Para la incorporación al ordenamiento jurídico español de estos principios, la Ley Orgánica 3/2007, de 22 de 
marzo, de Igualdad efectiva entre Mujeres y Hombres, sujeta a los poderes públicos en su actuación a una serie de 

“Discriminación 
por maternidad”
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